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	Resumen

	La prueba es un presupuesto jurídico básico para la administración de justicia, que debe cumplir con criterios de validez, efectividad, pertinencia y admisibilidad. Esto implica que la labor probatoria encuentra como límites la dignidad humana, la legalidad y la tutela efectiva de los derechos fundamentales, por lo que las pruebas obtenidas en contra de la Constitución y la norma son consideradas ilícitas y, bajo las garantías del debido proceso, deben ser descartadas. Por ello, la investigación analizó el vínculo entre prueba ilícita y debido proceso en el proceso penal ecuatoriano, para lo cual se examinó el marco constitucional, legal, doctrinal y jurisprudencial. Se empleó un enfoque cualitativo para su realización, utilizando métodos como la exégesis y hermenéutica jurídica, el análisis documental y la técnica del análisis de sentencias. Como resultado se sostiene que una decisión judicial sustentada en prueba ilícita constituye una vulneración del debido proceso y carece de legitimidad.
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	Abstract

	Evidence is a fundamental legal prerequisite for the administration of justice, subject to criteria of validity, effectiveness, relevance, and admissibility. This implies that the evidentiary process is constrained by human dignity, legality, and the effective protection of fundamental rights; consequently, evidence obtained in violation of the Constitution or the law is deemed unlawful and—in accordance with due process guarantees—must be excluded. Accordingly, this research analyzes the relationship between unlawful evidence and due process within the Ecuadorian criminal justice system, examining the relevant constitutional, statutory, doctrinal, and jurisprudential frameworks. A qualitative approach was adopted, employing methods such as legal exegesis and hermeneutics, document analysis, and the analysis of judicial rulings. The study concludes that a judicial decision based on unlawful evidence violates due process and lacks legitimacy.
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	Introducción

	Sin lugar a dudas, la prueba constituye uno de los componentes fundamentales del proceso penal, ya que posibilita que el órgano jurisdiccional reconstruya los hechos presentados a su conocimiento y pueda tomar una decisión motivada acorde al Derecho. A pesar de la centralidad del papel de la prueba en el proceso penal, la búsqueda de la verdad material debe respetar las garantías y derechos constitucionales que forman parte del debido proceso, pues, en un Estado constitucional de derechos y justicia, el trabajo probatorio encuentra como límites infranqueables la dignidad humana, la legalidad y la tutela efectiva de los derechos fundamentales inherentes a los seres humanos.

	En tal sentido, sostiene Taruffo (2008, como se citó en Neira et al., 2022) que, aunque el objeto fundamental del proceso judicial es la búsqueda de la verdad, en aras de este propósito no se pueden sacrificar principios fundamentales. En tal sentido, la prueba ilícita, a partir de sus implicaciones, constituye una de las instituciones más complejas dentro del Derecho Procesal Penal contemporáneo, pues su estudio contempla más allá de lo relativo a la simple inadmisibilidad de ciertos medios probatorios para adentrarse en la formulación de preguntas relacionadas con el equilibrio que debe primar entre la eficacia de la persecución penal y la salvaguarda de los derechos esenciales de todos los sujetos procesales, entre los que destacan la víctima y el acusado.  

	En relación con la ilicitud de las pruebas, Sáenz (1992, como se citó en Garza et al., 2023) menciona que es aquella que ya sea de manera absoluta o relativa, niegue “la forma acordada en la norma o va contra principios de derecho positivo” (p. 73); de lo que se puede inferir que las pruebas que se obtengan mediante procedimientos ilegales o, incluso a través de la coerción, pueden comprometer el proceso en general y la propia decisión judicial que descanse en ella. 

	Existen múltiples teorías y se ha desarrollado una gran cantidad de jurisprudencia en cuanto a la prueba ilícita y su exclusión del proceso penal, entre las que destacan la conocida como fruto del árbol envenenado, que deslegitima el uso de cualquier tipo de pruebas que hayan sido obtenidas a través de un proceso que no sea legal, pues considera tales actuaciones como contrarias e incompatibles con los Estados de derecho y justicia (Albornoz, 2023). Para Roxin (2000, como se citó en Garza et al., 2023) el hecho de excluir pruebas que no sean lícitas es una manifestación del Estado de derecho, ya que es un límite a las averiguaciones relacionadas con la búsqueda de la verdad dentro de los procesos, las garantías procesales y los derechos fundamentales, lo que implica que la actividad probatoria debe desarrollarse dentro de ese marco.

	Diversos estudios recientes coinciden en señalar que, pese a los postulados constitucionales y la normativa existente, persisten dificultades en la aplicación de criterios uniformes sobre la exclusión de la prueba ilícita en el Ecuador. Por su parte, Basantes y Sánchez (2024) advierten que la falta de directrices claras en el Código Orgánico Integral Penal (2014) genera discrecionalidad judicial y vulnera el debido proceso. Por su parte, Astudillo et al. (2025) identifican desafíos como la ausencia de criterios uniformes para distinguir entre prueba ilícita e ilegal y las deficiencias en la capacitación de los operadores de justicia, lo que impide una aplicación consistente de la regla de exclusión.

	En el ordenamiento jurídico ecuatoriano, la Constitución de la República (2008) reconoce en el artículo 76 que, en cualquier tipo de causa, se asegurará como una garantía de obligatoria observancia, el debido proceso, lo que implica que “las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la ley no tendrán validez alguna y carecerán de eficacia probatoria” (p. 34). Este mandato constitucional se complementa a través de la normativa infraconstitucional ecuatoriana, como es el Código Orgánico General de Procesos (2015) y el Código Orgánico Integral Penal (2014), que establecen los lineamientos y principios que deben regular la prueba con el fin de que la actividad procesal se desarrolle dentro de los parámetros legales establecidos y acorde al respeto a los derechos fundamentales. 

	En Ecuador, pese a los postulados constitucionales, la normativa existente y la jurisprudencia que respecto a la prueba ilícita se ha desarrollado, la práctica evidencia la subsistencia de dificultades para la aplicación de criterios uniformes, sobre todo en cuanto a la regla de exclusión de las pruebas, así como lo concerniente a las pruebas obtenidas como fruto del árbol envenenado y lo relativo a la determinación, en todo su alcance, de las consecuencias a nivel procesal que pueden derivarse del uso en el proceso de pruebas ilícitas. Esto implica que aún persistan discusiones sobre el alcance de la regla de exclusión de las pruebas, lo que ha motivado a numerosos juristas a desarrollar el tema.

	Es por ello que la presente investigación pretende analizar el vínculo entre prueba ilícita y debido proceso en el proceso penal ecuatoriano, para lo cual se realizará un examen del marco constitucional, legal, doctrinal y jurisprudencial vigente, así como de los principales desafíos que enfrenta la administración de justicia para garantizar una actividad probatoria respetuosa de los derechos fundamentales. El estudio pretende ahondar en las lagunas interpretativas y sugerir estándares que fortalezcan la motivación judicial, la seguridad jurídica y la protección efectiva de las garantías procesales, colaborando de esa forma con el avance de un proceso penal que sea acorde con los principios que promulga el Estado ecuatoriano.

	Materiales y métodos 

	El enfoque cualitativo fue el seleccionado para desarrollar la presente investigación ya que el mismo permite tener una visión holística del fenómeno objeto de estudio (Guzmán, 2021). En este caso en concreto, eso se traduce en realizar un examen exhaustivo del contenido y alcance de la doctrina especializada, la jurisprudencia y la normativa nacional relacionada con el tratamiento jurídico de la prueba ilícita y su incidencia en la garantía del debido proceso dentro del proceso penal ecuatoriano. El estudio, a su vez, puede definirse como dogmático-jurídico, pues el objeto central del mismo es el análisis de una institución del Derecho y de las respectivas normas en las que se define.

	Para poder desarrollar la investigación fue necesario el empleo de varios métodos, como la inducción y deducción, el análisis y síntesis, de lo abstracto a lo concreto y de otros propios de las ciencias del Derecho. Por su parte, la exegética y la hermenéutica jurídica se emplearon para analizar e interpretar las disposiciones que, en relación con la prueba, la licitud de las mismas y las causas de exclusión aparecen en la Constitución (2008), el Código Orgánico General de Procesos (2015) y el Código Orgánico Integral Penal (2014). Por último, también se empleó como técnica el estudio de caso, aplicado a través del análisis de la jurisprudencia emblemática relacionada con el tema, como es el caso de las sentencias (Sentencia No. 022-10-SEP, Corte Constitucional, 2010; Sentencia No. 1024-17-EP/22, Corte Constitucional, 2022; la Sentencia 942-22-EP/25, Corte Constitucional, 2025).

	 

	 

	Resultados

	En primer lugar, cabe mencionar que la actividad probatoria se configura como uno de los componentes primordiales dentro del proceso penal, ya que es a través del mismo que es posible comprobar, por parte de los encargados de administrar justicia, las hipótesis que presentan las partes procesales. Si bien este proceso es fundamental, amparados en una supuesta búsqueda de la verdad no se pueden violar ni la norma, ni los derechos fundamentales de las personas. En tal sentido, se puede afirmar que solo se puede considerar como legítima la verdad procesal que descanse en pruebas que se hayan obtenido dentro de los parámetros normativos establecidos y en apego a las garantías que se derivan del debido proceso. 

	Al respecto, Zamora et al. (2023) sostienen que, "en la doctrina jurídico-procesal se realiza una distinción entre verdad material y verdad formal o procesal, para establecer una línea divisoria entre los hechos tal como acontecieron y los hechos tal como fueron declarados probados en la sentencia penal" (p. 1679). Esta concepción evidencia la tensión existente entre dos finalidades legítimas del proceso penal, que comprende, por una parte, el interés estatal en investigar los delitos, determinar responsabilidades y alcanzar una reconstrucción razonable de los hechos; y, por otra, la obligación de proteger a la persona frente al ejercicio arbitrario del poder punitivo. Por lo que, Roxin (2000, como se citó en Garza et al., 2023) identifica precisamente esta tensión al señalar que todo proceso penal jurídicamente regulado debe armonizar el interés en la búsqueda de la verdad con el interés del procesado en la protección de sus derechos individuales.

	No existe absoluta uniformidad doctrinal respecto del significado de prueba ilícita. Algunas posiciones emplean indistintamente las expresiones prueba ilícita, prohibida, ilegal o irregular; otras consideran que cada una corresponde a una categoría diferente y produce consecuencias procesales particulares. De modo que Zamora et al. (2023) constatan esta diversidad y señala que ciertos autores identifican la prueba prohibida con la ilícita, mientras otros sitúan ambas dentro de un género más amplio de pruebas no permitidas en el proceso penal. Para Astudillo et al. (2025) la prueba ilícita es la que se obtiene desconociendo el “sistema jurídico con vulneración, violación, afectación de un derecho o garantía fundamental, menoscabando derechos constitucionales, reconocidos en convenios, tratados y pactos internacionales” (p. 66).

	Al respecto, menciona Echandía (1987, como se citó en Garza et al., 2023) que se puede entender por pruebas ilícitas “aquellas que están expresa o tácitamente prohibidas por la ley o atentan contra la moral y las buenas costumbres del respectivo medio social o contra la dignidad y libertad de la persona humana” (p.74). En sentido estricto, por tanto, se puede definir a la prueba ilícita como aquella que ha sido obtenida, producida o incorporada vulnerando derechos fundamentales o garantías constitucionales, razón por la cual carece de aptitud jurídica para ser admitida o valorada dentro del proceso penal. Sobre este punto coinciden Zamora et al. (2023) que la califican también como prueba inconstitucional y sostienen que su elemento definitorio es la violación de derechos o garantías reconocidos constitucionalmente.

	La definición anterior permite identificar tres elementos fundamentales en relación con el tema. Estos son, en primer lugar, la existencia de una actividad probatoria, que se vincula con la obtención, producción, incorporación o actuación de un elemento de convicción; en segundo lugar, lo que podría ser considerado como la vulneración de un derecho fundamental o garantía constitucional, entre los que se encuentra la integridad personal, la intimidad, la defensa o la prohibición de autoincriminación forzada; y por último, la consecuencia de ineficacia probatoria, que impide que el elemento obtenido ilícitamente sea empleado para fundamentar una decisión judicial. 

	Al respecto, es necesario mencionar que la ilicitud no depende solo de que la prueba sea perjudicial para el procesado, sino del procedimiento que se siguió para conseguirla. En tal sentido, refiere Garza et al. (2023), que la legalidad de la prueba implica que los elementos de prueba deben obtenerse e incorporarse al proceso conforme a los principios y normas previstos en la ley; mientras que “prueba ilícita debe entenderse aquella prueba obtenida y/o practicada con vulneración de derechos fundamentales” (p. 72).

	Tal y como se mencionó existen varias teorías que se relacionan con la exclusión de la prueba en los procesos, siendo una de las más conocidas y aplicadas la del fruto del árbol envenenado, concepto que tiene como origen un proverbio bíblico que refiere que jamás un árbol malo dará frutos buenos (Astudillo et al., 2025). Esta teoría jurídica, que se sustenta básicamente en la doctrina estadounidense, contempla que se establezcan como inválidos todos aquellos elementos que se obtengan a partir de un acto ilegal, o sea, que si una prueba proviene de un hecho que haya sido violatorio de preceptos legales establecidos cualquier prueba que se relacione con ese acto se considera como ilegítima e ilegal (Albornoz, 2023).

	En sentido general, la exclusión probatoria tendrá como efecto fundamental el de prohibir la admisión y valoración de pruebas que hayan sido obtenidas fuera de los parámetros legales establecidos, además, se considera que la misma opera en cuatro direcciones fundamentales. La primera de estas se relaciona con la protección de los derechos fundamentales, pues aquellas pruebas que se obtengan vulnerando derechos de este tipo, deben excluirse del proceso, restableciendo de esa forma la posición jurídica previa de la persona afectada. 

	El segundo aspecto es el disuasorio, que busca evitar que se empleen, por parte de los investigadores, procedimientos que pueden ser considerados como arbitrarios. El tercer aspecto es el de integridad y legitimidad en la administración de la justicia, pues las entidades judiciales no deben legitimar las actuaciones que los órganos investigadores desarrollen fuera de la ley. Por último, esta regla constituye una garantía al debido proceso, que se relaciona con la licitud de la prueba, la igualdad de armas y el respeto a los derechos y la dignidad de las personas (Ávila, 2022).

	Se puede afirmar, por tanto, que la prueba ilícita afecta, de manera directa, al debido proceso, ya que supone una violación de principios y derechos fundamentales. Es por ello que la exclusión probatoria no se configura como un privilegio para con el procesado, sino que es una garantía básica encaminada a proteger a los ciudadanos contra el ejercicio arbitrario del poder estatal y pese a que el objeto principal del proceso penal es la búsqueda de la verdad procesal, esto no puede ir en detrimento del respeto a garantías esenciales que se relacionan con el proceso. En tal sentido, vale destacar que, una decisión de tipo penal que se asiente en elementos inválidos, no puede ser considerada como legítima, ni puede, en Derecho, ser validada (Astudillo et al., 2025).

	Sobre este particular se ha pronunciado la Corte Interamericana de Derechos Humanos (2022), que reconoce como efectiva para mantener las garantías judiciales la medida que supone excluir los actos procesales que se deriven de tratos crueles, tortura o cualquier tipo de coacción, pues considera que estas últimas tampoco pueden ser consideradas como veraces pues en las mismas la voluntad de la persona no es la de confesar un  hecho, sino de que cesen en contra de ella los malos tratos o vejaciones de las que puede ser víctima.

	Este instrumento internacional también repercute en la normativa nacional ecuatoriana pues la misma reconoce, de manera expresa, la licitud de la prueba como un parámetro necesario para su validez y eficacia. En tal sentido, el artículo 76 del texto constitucional, que se dedica al debido proceso, en su numeral 4, establece que “las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la ley no tendrán validez alguna y carecerán de eficacia probatoria” (Constitución, 2008, p. 34). Este mandato constitucional opera en dos sentidos esenciales, que son la obtención y la actuación de la prueba, lo que implica que un elemento probatorio puede considerarse ilícito por su origen o considerarse inválido durante su actuación.

	Otro elemento importante que se relaciona con este tema es el que recoge el numeral 2 del artículo 76 de la Carta Magna, que hace referencia a la presunción de inocencia, con lo cual la persona deberá ser considerada como tal mientras no exista en su contra una sentencia en firme. Para demostrar entonces la culpabilidad, se requiere que el acusador establezca la misma, empleando para ello pruebas que se consideren válidas y suficientes, por lo que una prueba obtenida o actuada de manera ilícita no será admisible para demostrar su culpabilidad. Vinculado con este punto está el numeral 7, dedicado al derecho a la defensa en todas las etapas del proceso, lo que incluye contradecir las pruebas que se presenten por la parte contraria (Constitución de la República, 2008).

	El artículo 77 numeral 7, también establece garantías básicas relacionadas con el derecho a la defensa, en este caso, de las personas privadas de libertad y entre estas garantías, en el literal c, contempla que “nadie podrá ser forzado a declarar en contra de sí mismo, sobre asuntos que puedan ocasionar su responsabilidad penal” (Constitución de la República, 2008, p. 36). Esto refuerza el derecho de las personas que enfrentan un proceso tanto en libertad como privadas de esta a no incriminarse y la garantía de que cualquier testimonio que se obtenga utilizando violencia o coacción deba ser considerado como inadmisible y, por lo tanto, carecer de eficacia.

	De igual forma, en el artículo 66 apartado 3 literal c, por su parte, establece la “prohibición de la tortura, la desaparición forzada y los tratos y penas crueles, inhumanos o degradantes” (Constitución de la República, 2008, p. 29), lo que también incide en que cualquier declaración obtenida a través de estos medios deba ser considerada como inadmisible. El propio artículo también establece como derechos la protección de los datos personales, numeral 20, el “derecho a la intimidad personal y familiar” (p. 30), numeral 21 “el derecho a la inviolabilidad y al secreto de la correspondencia física y virtual” (p. 30), lo que implica que para acceder a esta se debe contar con orden judicial y solo podrá ser examinada en relación con el asunto que se investiga. Por último, el numeral 22, que declara “el derecho a la inviolabilidad de domicilio” (p. 30), que al igual que en el caso anterior solo se puede acceder al mismo si existe una orden judicial previa o en los casos en los que se esté cometiendo un delito flagrante.

	En cuanto a los derechos fundamentales que refrenda la Constitución relacionados con el tema objeto de estudio, se debe hacer referencia al artículo 76 numeral 7 inciso l, que exige que los poderes públicos motiven sus decisiones. Esto obliga a los jueces a justificar las pruebas en las que recae su decisión y a justificar la licitud en la obtención y actuación de las mismas, por lo que supone un refuerzo a los derechos de las personas a que no se empleen en contra de ellas pruebas que puedan ser consideradas como ilícitas (Constitución de la República, 2008).

	Por su parte, el Código Orgánico General de Procesos (2015), dedica el Título II a la prueba y establece, en su artículo 160, los requisitos que se tendrán en cuenta para admitir las pruebas. En tal sentido, menciona entre estos que aquellas pruebas que hayan sido obtenidas violando la Constitución o la ley serán consideradas como improcedentes, a lo que añade que carecerá “de eficacia probatoria la prueba obtenida por medio de simulación, dolo, fuerza física, fuerza moral o soborno” (p. 72), así como aquella en la que no exista la oportunidad de contradecir. La formulación de este acápite es amplia, pues comprende que la ilicitud puede provenir de la actuación de las partes, o puede descansar en la actuación de las autoridades públicas, además implica que, bajo esta concepción, la búsqueda de la verdad no desconoce al debido proceso, sino que se subordina a este, lo que supone una garantía para el respeto efectivo del derecho a la defensa.

	Como parte de este análisis normativo, cabe por último hacer referencia al Código Orgánico Integral Penal (2014), que desarrolla mediante el título IV, los artículos que se vinculan con la prueba. En tal sentido, el artículo 454 establece los principios que regirán en el anuncio y en la práctica de pruebas, estableciendo en el numeral 4 que podrán emplearse, amparados en la libertad probatoria, cualquier hecho y circunstancia que se relacionen con el caso empleando para ello el medio que se considere necesario, siempre y cuando no contradigan ni “a la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos, los instrumentos internacionales ratificados por el Estado y demás normas jurídicas” (p. 89).

	El propio artículo 454, en su inciso 6, desarrolla los parámetros que se tendrán en cuenta para la exclusión de las pruebas y al respecto menciona que cualquier “prueba o elemento de convicción obtenidos con violación a los derechos establecidos en la Constitución, en los instrumentos internacionales de derechos humanos o en la Ley, carecerán de eficacia probatoria, por lo que deberán excluirse de la actuación procesal” (Código Orgánico Integral Penal, 2014, p.89). Como se puede apreciar, este artículo se encuentra en concordancia con lo que dispone el 76 numeral 4 de la Carta Magna y su aplicación implica dos efectos, que son el de ineficacia probatoria y el de exclusión procesal. 

	Sobre este punto, los autores Neira et al. (2022) concluyen que la amplitud de este precepto implica que cualquier tipo de evidencia que se haya obtenido violando “cualquier derecho que el ordenamiento jurídico ecuatoriano reconozca” (p. 14), se considerará como inadmisible.  Esto incluye, tal y como establece el propio artículo del Código Orgánico Integral Penal (2014), que no se admitirán tampoco como medios de prueba las conversaciones entre el procesado y la fiscalía, lo que al decir de Neira et al. (2022) puede obedecer a que se fomenten los acuerdos entre las partes, para lo cual la confidencialidad de las conversaciones que se mantengan es elemental.

	Por último, en relación con el artículo 454 numeral 6 del Código Orgánico Integral Penal (2014) se hace referencia a que otros elementos, entre los que se encuentran las declaraciones previas, “se podrán utilizar en el juicio con la única finalidad de recordar y destacar contradicciones, siempre bajo la prevención de que no sustituyan al testimonio” (p. 90). De este punto se puede entender una preponderancia a nivel procesal del testimonio que se produce directamente, lo que también está en concordancia con el principio de inmediación que debe regir en la actuación de las pruebas, lo que implica que solo aquellas diligencias que sean practicadas en la audiencia oral podrán considerarse como pruebas, con su respectivo valor a nivel probatorio, siendo la única excepción el testimonio anticipado (Neira et al., 2022).

	En relación con la prueba y su admisibilidad, el artículo 455 del Código Orgánico Integral Penal (2014), desarrolla lo relativo al nexo causal, que implica que entre la prueba, los elementos de convicción, la persona procesada y la infracción debe existir una relación, o sea, un nexo causal, que deberá ser demostrado empleando para ello un medio de prueba y que dicha relación no puede basarse en la mera presunción. Este artículo, si bien no se puede considerar como uno que regule de manera explícita la licitud de la prueba sí se considera importante ya que constituye un límite a que se establezcan inferencias que no tengan pruebas para respaldarlas.

	Otros aspectos importantes relacionados con la prueba son los artículos que menciona el Código Orgánico Integral Penal (2014); tal es el caso del artículo 457, que establece entre los criterios de valoración de la prueba la legalidad de las mismas. Por su parte, el artículo 459 del referido cuerpo legal, limita la obtención de pruebas que impliquen la toma de muestras o “exámenes médicos o corporales” (p. 90), para lo cual se requiere el consentimiento de la persona o, en su defecto una orden judicial, lo que se complementa mediante lo previsto en el artículo 463. Por último, se debe hacer mención a los artículos 478 y 508, que limitan el registro a las personas y espacios y la incautación de objetos, así como lo relativo a la declaración por parte del procesado, que no debe realizarse bajo coacción o amenaza, respectivamente. En ambos casos, lo que se ejecute contrario a lo normado carecerá de validez a nivel probatorio.

	A partir del análisis de lo que recoge la norma se puede establecer que la licitud de las pruebas se configura como un presupuesto de validez que tiene amparo a nivel constitucional, lo que implica que tanto la prueba que se obtenga violando los derechos fundamentales como las que sean actuadas de forma contraria a la ley serán excluidas del proceso. Esta exclusión, que puede adoptar diversas formas según la normativa vigente, supone una garantía reforzada al debido proceso (Ávila, 2022).

	Por último, corresponde revisar la jurisprudencia ecuatoriana en relación con la prueba ilícita. Para ello se tomaron tres sentencias que establecen parámetros fundamentales sobre el tema. La primera de ellas, es la Sentencia Nro 022-10-SEP (Corte Constitucional, 2010), que establece una distinción fundamental entre la valoración de la prueba que considera como “un asunto atinente a la sana crítica del juez respecto a la prueba actuada por las partes procesales” (p.10) y lo que comprende la actuación y obtención de pruebas, que al ser un “momento procesal previo a la valoración de las mismas por parte de la judicatura” (p.10), considera como “un problema de relevancia constitucional siempre que se identifiquen vulneraciones a preceptos constitucionales en los términos previstos en el numeral 4 del artículo 76 de la Constitución” (p. 11).

	La distinción que estableció la Corte entre ambas cosas es de suma importancia ya que implica una ampliación del ámbito de protección que establece el artículo 76 numeral 4 de la Constitución de la República (2008). De esta diferenciación se desprende que la prueba puede perder validez no solo en razón de que haya sido obtenida contraria a derecho, sino que también puede considerarse como no válida en aquellos casos en los que sea incorporada o practicada en el proceso vulnerando cualquiera de las garantías que ampara el debido proceso.

	Por su parte, la Sentencia No. 1024-17-EP/22 (Corte Constitucional, 2022) analiza si existe una vulneración al debido proceso en cuanto a la obtención y actuación de las pruebas. Respecto a este tema la Corte sostiene que del artículo 76 numeral 4 de la Constitución de la República (2008), se puede inferir que dicha garantía de carácter constitucional “contiene un criterio de validez procesal” (p. 8). Esa validez en cuanto a la obtención y actuación de las pruebas, se encuentra condicionada, a su vez, a dos presupuestos concretos, y son que no se violen derechos o garantías fundamentales, o sea, que se encuentran recogidas en la norma constitucional; y que para recabar las mismas no se produzca ninguna contravención de lo que regulan las normas infraconstitucionales. En cualquiera de los dos casos, sostiene la propia Corte, dicha regla de exclusión probatoria que constituye una garantía del debido proceso, supone que los juzgadores, de manera obligatoria, anulen o proscriban cualquier prueba así obtenida (Gómez-Salcedo, 2023).

	Por último, la Sentencia 942-22-EP/25 (Corte Constitucional, 2025), ratifica el precedente que en lo referido a la prueba asentó la Sentencia No. 1024-17-EP/22 (Corte Constitucional, 2022) y lo amplía a los procesos arbitrales. Respecto a este último reconoce que si bien, por su propia naturaleza, los procesos arbitrales se caracterizan por ser flexibles, esto no implica que los procesos arbitrales incumplan con las garantías que ampara el debido proceso, lo que incluye la garantía de validez de prueba. En sentido general, lo que se dictamina en la Sentencia 942-22-EP/25 (Corte Constitucional, 2025) consolida el estándar que previamente estableció la Sentencia No. 1024-17-EP/22 (Corte Constitucional, 2022) y evidencia que la regla de exclusión se configura como una garantía de tipo transversal que debe ser aplicada tanto para los procesos ordinarios como para los laudos arbitrales.

	El análisis realizado de la doctrina, los instrumentos internacionales y la normativa y jurisprudencia ecuatoriana permite afirmar que existe una relación intrínseca entre la licitud de la prueba y el debido proceso, ya que el primer supuesto se configura como una condición indispensable para legitimar el proceso penal pues el poder punitivo del Estado solo encontrará sustento en aquellos elementos probatorios que se puedan obtener, incorporar, practicar y valorar en estricto apego al respeto a derechos fundamentales. 

	Por su parte, la doctrina procesal contemporánea reconoce que, si bien la búsqueda de la verdad es piedra angular del proceso penal, en aras de esta no se pueden sacrificar derechos y garantías inherentes a las personas, por lo que la misma debe construirse dentro de límites jurídicos existentes encaminados a proteger la dignidad de las personas, así como el derecho a la intimidad, la defensa, la contradicción, la igualdad de armas y la presunción de inocencia. En tal sentido, la exclusión probatoria como regla encaminada a proteger la integridad de los sistemas de administración de justicia y el Estado de derecho en sentido general se puede considerar como la consecuencia jurídica a las pruebas que se obtengan vulnerando derechos fundamentales (Zamora et al., 2023). 

	En tal sentido, se identifican tres dimensiones fundamentales relacionadas con el vínculo entre prueba lícita y debido proceso. Estas dimensiones son en primer lugar, una de tipo individual, que contempla la protección del procesado; una propiamente procesal, que se relaciona con otros elementos del debido proceso como son la igualdad de medios y los derechos a la defensa y la contradicción; y, por último, una que podría considerarse como institucional, encaminada a limitar vulneraciones por parte del Estado lo que sin dudas supone la preservación de los sistemas de justicia nacionales.

	La Constitución ecuatoriana (2008) mediante el artículo 76 numeral 4 desarrolla la exclusión probatoria, que autores como Neira et al. (2022) consideran como de un amplio espectro y que abarca múltiples fenómenos que exceden el mero campo de la ilicitud probatoria. En tal sentido, Neira et al. (2022), mencionan que dicha norma, que prohíbe cualquier prueba que se obtenga o practique de forma contraria a los postulados constitucionales y demás normativas de carácter infraconstitucional implica que se anulen los actos procesales que violen derechos tanto materiales como procesales. Así, los actos que se consideren como vulneradores de las normas legales y las pruebas que se obtengan sin respetar la presunción de inocencia deben ser considerados como nulos también.

	A nivel infraconstitucional, tanto el Código Orgánico General de Procesos (2015) como el Código Orgánico Integral Penal (2014) desarrollan el tema de la licitud de la prueba y la exclusión del proceso en caso contrario. De manera concreta, el artículo 454 en su numeral 4 Código Orgánico Integral Penal (2014), establece que los hechos y circunstancias relacionados con el caso podrán probarse empleando para ello cualquier medio que no sea contrario a la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos y las demás normas jurídicas, lo que evidencia que la libertad probatoria está jurídicamente condicionada. 

	Por su parte, el numeral 6 del propio artículo del Código Orgánico Integral Penal (2014), que consagra la exclusión de las pruebas pretende, de acuerdo con Neira et al. (2022), excluir la prueba que se obtenga producto de una vulneración material de la prueba, pues consideran que, aunque este precepto se refiera a derechos en sentido general, debe entenderse en relación con la prueba ilícita, que se limite a aquellos de naturaleza material. 

	Por último, debe mencionarse que la jurisprudencia ecuatoriana también ha desarrollado, de manera progresiva, lo relacionado con la prueba ilícita, sobre todo en cuanto a la ampliación de los criterios que establece el mencionado artículo 76 numeral 4 de la Constitución (2008). Ejemplo de lo antes expuesto son las sentencias analizadas, pues en la Sentencia No. 1024-17-EP/22 (Corte Constitucional, 2022) se señaló que dicho artículo constitucional contiene un criterio de validez procesal, que permite distinguir entre pruebas contrarias a la Constitución y pruebas contrarias a la ley. De igual forma, la sentencia establece que para que las mismas sean objeto de análisis constitucional se deben cumplir con los supuestos de que las vulneraciones no se hayan subsanado durante el proceso ordinario y que las pruebas que se consideren como vulneratorias hayan sido decisivas en la decisión adoptada por el tribunal.

	En tal sentido, el criterio precedente introduce un estándar de trascendencia para la valoración de posibles vulneraciones al debido proceso a partir de que las pruebas presentadas sean consideradas como ilícitas. Este precedente jurisprudencial tiene como positivo que se eviten anulaciones de decisiones jurisdiccionales a partir de irregularidades que pueden ser consideradas como intrascendentes; aunque también supone que exista el riesgo de que una aplicación de este criterio jurisprudencial excesivamente restrictiva puede suponer que, en los casos en los que se considere que existan otros elementos de convicción para mantener la decisión, se tolere la existencia de prueba ilícitas. 

	Por último, la Sentencia 942-22-EP/25 (Corte Constitucional, 2025), que ratifica el precedente jurisprudencial relacionado con la prueba que se presentó mediante la Sentencia No. 1024-17-EP/22 (Corte Constitucional, 2022); amplía el ámbito de aplicación del mismo, al incluir al procedimiento arbitral. La relevancia de esta sentencia dentro del proceso penal está dada, sobre todo, a partir de la concepción de que la exclusión probatoria aplica a cualquier materia en general y no a una en particular.

	En sentido general, la investigación permitió establecer que la licitud de la prueba en el marco constitucional, normativo y jurisprudencial ecuatoriano es una condición de validez que incide de manera directa en el debido proceso penal, ya que nadie puede ser investigado, acusado o condenado teniendo como base elementos que se obtengan o practiquen vulnerando los instrumentos internacionales de derechos humanos, la Constitución de la República o la ley (Ávila, 2022). Al respecto vale mencionar que el debido proceso exige que la responsabilidad penal se demuestre utilizando pruebas que hayan sido obtenidas y practicadas de forma legítima pues, en los casos en los que el Estado vulnere derechos tanto para producir evidencia como para condenar a partir de la misma está poniendo en entredicho la propia legitimidad de la función jurisdiccional.

	Discusión

	Los resultados obtenidos en la presente investigación han posibilitado analizar en profundidad la doctrina especializada, la normativa vigente y la jurisprudencia constitucional ecuatoriana en torno a la relación entre prueba ilícita y debido proceso. La investigación ha confirmado el planteamiento de Taruffo (2008, citado en Neira et al., 2022) en el sentido de que la búsqueda de la verdad en el proceso judicial no puede sacrificar principios fundamentales. Este postulado encuentra plena recepción en el ordenamiento ecuatoriano, donde la licitud de la prueba se erige como un límite infranqueable al ius puniendi estatal. Al respecto, la doctrina procesal contemporánea coincide en señalar que la verdad procesal, a diferencia de la verdad material, debe construirse dentro de los márgenes que imponen los derechos fundamentales, de modo que solo aquella que descansa en pruebas lícitamente obtenidas puede considerarse legítima.

	Los hallazgos del estudio observan que la doctrina ecuatoriana, representada por autores como Zamora et al. (2023) y Astudillo et al. (2025), ha asumido una posición que identifica la prueba ilícita con aquella obtenida con desconocimiento del sistema jurídico y afectación de garantías constitucionales, superando visiones meramente formales que la reducían a la contravención de normas procesales.

	Un aspecto que sobresale del contraste doctrinario es la persistente discusión terminológica en torno a los conceptos de prueba ilícita, ilegal, prohibida e irregular. La investigación evidencia que, si bien determinados autores emplean estas expresiones como sinónimos, otros investigadores establecen distinciones importantes, tal es el caso de Zamora et al. (2023), los que documentan esta diversidad y señalan que ciertos tratadistas identifican la prueba prohibida con la ilícita, mientras otros las ubican dentro de un género más amplio de pruebas no permitidas. Este hallazgo sugiere entonces que la falta de uniformidad conceptual puede incidir en la aplicación práctica de la regla de exclusión, generando inseguridad jurídica.

	En cuanto a la teoría del fruto del árbol envenenado, los resultados confirman su recepción en el ordenamiento ecuatoriano, tal como lo advierten Albornoz (2023) y Astudillo et al. (2025). Esta doctrina establece que todos los elementos probatorios derivados de un acto ilegal deben ser considerados inválidos. La investigación corrobora que, pese a su consagración constitucional y legal, su aplicación práctica enfrenta desafíos, particularmente en lo relativo a la determinación del nexo causal entre la vulneración originaria y la prueba derivada.

	En otro orden de ideas, las sentencias analizadas revelan un desarrollo jurisprudencial progresivo en materia de prueba ilícita. La Sentencia No. 022-10-SEP (Corte Constitucional, 2010) estableció una distinción fundamental entre la valoración de la prueba —considerada un asunto de sana crítica— y la obtención y actuación de la misma —calificada como un problema de relevancia constitucional—. Este criterio profundizó en el ámbito de protección del artículo 76 numeral 4 de la Constitución, al precisar que la prueba puede perder validez tanto por su origen ilícito como por su incorporación o práctica vulnerando garantías del debido proceso.

	Por su parte, la Sentencia No. 1024-17-EP/22 (Corte Constitucional, 2022) consolidó el estándar al señalar que el artículo 76.4 contiene un criterio de validez procesal, condicionado a dos presupuestos: que no se violenten derechos o garantías fundamentales y que no se contravenga la normativa infraconstitucional. Este pronunciamiento introduce un elemento de particular relevancia: la exigencia de que la vulneración no haya sido subsanada en el proceso ordinario y que la prueba ilícita haya influido sustancialmente en la decisión. Este estándar de trascendencia, si bien evita anulaciones por irregularidades intrascendentes, podría generar el riesgo de tolerar pruebas ilícitas cuando existan otros elementos de convicción que sustenten la decisión.

	La Sentencia 942-22-EP/25 (Corte Constitucional, 2025) amplía el precedente al ámbito arbitral, consolidando la regla de exclusión como una garantía transversal aplicable a cualquier procedimiento jurisdiccional. Este pronunciamiento resulta especialmente relevante porque evidencia que la protección contra la prueba ilícita no es privilegio del proceso penal, sino manifestación del debido proceso en toda su extensión. Sin embargo, la jurisprudencia reciente también evidencia tensiones. La Sentencia 2615-18-EP/23 (Corte Constitucional, 2023) desestimó una acción extraordinaria de protección al no evidenciar vulneración al debido proceso en la garantía de motivación. Este caso ilustra que, pese a los estándares establecidos, la carga probatoria para acreditar la ilicitud y su incidencia decisiva recae en el accionante, lo que puede dificultar la efectiva protección del derecho.

	 

	Los hallazgos de la presente investigación coinciden con las advertencias de Basantes y Sánchez (2024) y Astudillo et al. (2025) en cuanto a la persistencia de dificultades para la aplicación de criterios uniformes sobre exclusión probatoria. La falta de directrices claras en el Código Orgánico Integral Penal (2014) genera discrecionalidad judicial y puede vulnerar el debido proceso. Este diagnóstico se ve reforzado por el análisis de la praxis judicial, donde se observan interpretaciones divergentes sobre el alcance de la regla de exclusión y la aplicación de la teoría del fruto del árbol envenenado.

	Un aspecto crítico identificado en este estudio es la distinción entre vicios materiales y procesales en la obtención de la prueba. Neira et al. (2022) sostienen que los derechos procesales, por tratarse de vicios in procedendo, no deberían generar una nulidad radical que ignore la posibilidad de subsanación. Este matiz, aunque doctrinalmente razonable, plantea el desafío de establecer criterios objetivos que permitan distinguir cuándo una irregularidad procesal afecta sustancialmente el debido proceso y cuándo puede ser convalidada.

	La investigación también revela una tensión subyacente entre dos finalidades legítimas del proceso penal: el interés estatal en investigar delitos y determinar responsabilidades, y la obligación de proteger a la persona frente al ejercicio arbitrario del poder punitivo. El ordenamiento ecuatoriano ha optado por una solución que privilegia la protección de los derechos fundamentales, como lo evidencia el artículo 76.4 de la Constitución, pero la práctica evidencia que esta opción no siempre se traduce en una aplicación consistente.

	Se reconoce que la investigación se ha centrado en el análisis dogmático y jurisprudencial, sin incorporar un estudio empírico que permita evaluar la aplicación efectiva de la regla de exclusión en la práctica judicial. Esta limitación sugiere la necesidad de futuras investigaciones que, mediante el análisis de expedientes judiciales o entrevistas a operadores de justicia, puedan determinar con mayor precisión las causas de la aplicación irregular de la exclusión probatoria. Asimismo, el estudio se ha circunscrito al ámbito del proceso penal, dejando para investigaciones posteriores el análisis de la prueba ilícita en otras materias, donde la jurisprudencia constitucional ha comenzado a extender la regla de exclusión, como lo evidencia la Sentencia 942-22-EP/25 (Corte Constitucional, 2025) en materia arbitral.

	En resumidas cuentas, la discusión reafirma y coincide con los estudios precedentes que la relación entre prueba ilícita y debido proceso en Ecuador se encuentra sólidamente anclada en el texto constitucional y en un cuerpo jurisprudencial progresivo. No obstante, persisten desafíos interpretativos y aplicativos que requieren atención, particularmente en lo relativo a la uniformidad de criterios, la delimitación de excepciones a la regla de exclusión y la capacitación de los operadores de justicia. La legitimidad del sistema penal y la confianza en la administración de justicia dependen, en buena medida, de que la actividad probatoria se desarrolle dentro de los límites que impone el respeto a los derechos fundamentales.

	Conclusiones

	La prueba, dentro del proceso penal, es la base sobre la que se asienta la convicción que lleva a la toma de una decisión, ya que la misma tiene como objeto demostrar hechos y circunstancias que permitan llevar al convencimiento al juzgador. Pese a la importancia de la misma para el proceso penal en la búsqueda de esta verdad procesal no puede renunciarse a derechos y garantías, sino que la misma debe ser obtenida y practicada de acuerdo con principios básicos que se encuentran refrendados en los tratados internacionales, la constitución y las normas.

	En tal sentido, la exclusión de la prueba ilícita no debe ser considerada como un obstáculo para la justicia, sino como una condición que refuerza la legitimidad de la decisión y, por tanto, del sistema penal. Esta regla se configura como una garantía básica frente al ejercicio arbitrario del poder punitivo ejercido por el Estado, ya que su finalidad no se limita a impedir la valoración de determinados elementos probatorios, sino que protege derechos fundamentales como la dignidad humana, la integridad personal, la intimidad, la inviolabilidad de las comunicaciones, el derecho de defensa, la presunción de inocencia y la prohibición de autoincriminación. 

	Por último, cabe mencionar que el proceso penal ecuatoriano no puede orientarse solo a averiguar la verdad u obtener una condena; sino que la verdad procesal solo puede ser considerada como jurídicamente legítima cuando se construye siguiendo procedimientos que no vayan en contra de la Constitución y las normas, o sea, que sean compatibles con los derechos fundamentales. Por ello, una sentencia sustentada en prueba ilícita no solo presenta un defecto probatorio, sino que constituye una vulneración integral del debido proceso y pierde legitimidad dentro de un Estado constitucional de derechos y justicia, como es Ecuador.
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